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OPINIÓN 
  

Economía 2025, ¿cómo 
mejorar las cifras? 

Señor Director: 

La economía anotó en noviembre un crecimien- 

to de 2,1%, cifra que se condice con nuestra 
capacidad de expansión tendencial, con una serie 
desestacionalizada que creció 2,5% en 12 meses. 

Asílas cosas, se requeriría un crecimiento de, al 
menos 3,5%, en diciembre para cerrar 2024 con 

una expansión en torno al 2,3% —que correspon- 
de ala proyección del último IPoM-,... difícil, 
pero no imposible. 
¿Qué esperar para 2025? Nada muy distinto; la 
economía debería seguir oscilando en torno a su 
capacidad de crecimiento tendencial, para cerrar 
el año en torno a un 2%. Son cifras magras, pero 
es nuestra realidad. 

¿Qué hacer? Primero, enviar señales contun= 

dentes de que el crecimiento es realmente una 
prioridad -es urgente bajar el ruido ambiente-. 
Segundo, implementar un paquete de medidas 
antidelincuencia. Los resultados del análisis 

revelan que la inseguridad y el crimen dañan la 
economía, puesto que erosionan la inversión, la 
productividad y el crecimiento. Tercero, contro= 
lar el gasto fiscal, para asegurar la convergencia 
inflacionaria en el mediano plazo. Hay varias 
señales que dan cuenta de importantes oportuni- 
dades para mejorar la gestión de los recursos 
públicos. 

  

RODRIGO MONTERO ' 
DECANO FACULTAD DE ADMINISTRACIÓN Y NEGOCIOS 
UNIVERSIDAD AUTÓNOMA. 
  

Nocivo impacto ambiental 
de Expo Cachagua 

Señor Director: 

Cuando nos enteramos de que el humedal La 
Laguna de Zapallar quedaba protegido bajo la Ley 
de Humedales Urbanos, jamás nos imaginamos 
los vecinos del sector que deberíamos seguir pre- 
ocupándonos de su cuidado, debido a la indife- 

rencia y desidia de las autoridades competentes. 
En las próximas semanas, otro nuevo evento 
masivo se realizará en este verdadero santuario 

de la naturaleza: la Expo Cachagua. Esta feria im- 

  

plicará el cruce de unas 13.000 personas y 5.000 

autos sobre el humedal, además de otras exter- 
nalidades negativas, lo que sin duda representa 
un estrés significativo en la fauna silvestre, des- 
plazando especies protegidas, incluidas aquellas 
en peligro de extinción como el pejerrey de río y 
la pocha, peces endémicos únicos de Chile. 
La comuna de Zapallar cuenta con variados luga= 
res para realizar eventos masivos, por lo que nos 
resulta difícil comprender cómo se siguen pro- 
gramando actividades, como la Expo Cachagua, 
en el denominado Parque Laguna. ¿Hasta cuándo 
tendremos que seguir defendiendo y cuidando 
espacios naturales que están resguardados por 
Ley?, ¿Cómo puede haber empresas que patro- 
cinan actividades que provocan un impacto tan 
nocivo para el medio ambiente? 
VERÓNICA VIAL IRARRÁZAVAL, GUSTAVO VALDÉS 
VALENZUELA, RICARDO PULIDO ROCCATAGLIATA, 
GABRIELA ESTER SANTELICES JULIO, BEATRIZ 
CROQUEVIELLE Y BERNARDITA DEL SOLAR 
VECINOS DEL HUMEDAL 

CARTAS 

  

Mitos sobre los PMGD 

Señor Director: 

En relación con la carta de Rafael Loyola, director 
ejecutivo de Apemec, quisiera aclarar algunos 
puntos sobre los Pequeños Medios de Generación 
Distribuida (PMGD) y los vertimientos de energía 
renovable. 

Estos “vertimientos” no son causados por la 

inversión en energías renovables, sino por cómo 
el Coordinador Eléctrico organiza la generación, 
priorizando energía térmica en horas de sol, 
bajo un enfoque equivocado de seguridad. Esto 
ha provocado vertimientos innecesarios y sin el 
control adecuado de auditorías independientes. 

De hecho, los PMGD, al operar cerca de los cen= 
tros de consumo, reducen pérdidas de transmi- 
sión, y optimizan la infraestructura. 
El precio estabilizado (PE) al que las PMGD ven- 
den su energía ha sido clave para diversificar una 
matriz eléctrica dominada por grandes gene= 
radores. Comparar el PE con el costo marginal, 
como se ha hecho varias veces en esta cruzada 

contra los PMGD, distorsiona la realidad. Lo 

correcto es compararlo con el precio de los con= 
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tratos de los clientes regulados: el PE es cerca de 
la mitad de los US$ 130/MWh a los que compran 
Las distribuidoras a grandes generadores. 
EMILIO PELLEGRINI RIPAMONTI 
PRESIDENTE DE D'E CAPITAL 
  

Brecha habitacional 

Señor Director: 

En el Congreso se discute cómo modernizar el 
sistema de ordenamiento territorial y la gestión 
de suelo. Bien diseñado, este proyecto podría 
sentar las bases del desarrollo urbano en las 

próximas décadas; sin embargo, hay dos temas 
que exigen atención. 
Primero, se propone agilizar procesos únicamen= 
te cuando el Estado sea dueño o tenga promesado 
suelo para proyectos de viviendas de interés 
público. Esto afecta a la clase media que no utiliza 
subsidios, limitando la oferta en un segmento que 
también sufre con el déficit habitacional. Segun- 

do, no se actualizan las normas sobre densidad 

habitacional. Dado que diversos alcaldes la han 

disminuido, sería oportuno contar con un regla= 
mento que defina parámetros mínimos en zonas 
de interés público, como una estación de metro. 
Diversas experiencias internacionales muestran 
que un buen diseño no sacrifica la calidad de vida, 

pero sí incentiva la construcción de viviendas, 
junto con una correcta planificación urbana. 
Necesitamos un marco legal que enfrente estos 
problemas; de lo contrario, perpetuaremos la 
brecha habitacional. No debemos temer a priva 

dos nia la densidad, sino actualizar normas obso- 

letas para conducir nuestro desarrollo urbano. 

IGNACIO ARAVENA 
FELLOW ECONOMÍA URBANA LSE E INVESTIGADOR 
FUNDACIÓN PIENSA 
  

Casa a precio justo 

Señor Director: 

La fallida compra por parte del Ministerio de 
Bienes Nacionales de la antigua casa de Salvador 

Allende a su nieta, la ministra Maya Fernández 
Allende, reafirma la mala gestión del Gobierno 
en términos de austeridad y probidad. La compra 
infringiría la Constitución (art. 37 bis inc. 2”) y 

2024, el peor año en la historia del Poder Judicial 

JOSÉ MIGUEL 
ALDUNATE 
DIRECTOR DE ESTUDIOS, 
OBSERVATORIO JUDICIAL. 

<d y 

sílo piensa, al menos, la ministra vocera 
de la Corte Suprema María Soledad Melo. 
Obviamente se trata de una afirmación hi- 

perbólica pero, en esencia, da cuenta de un 
hecho innegable: que durante el segundo semes- 
tre de 2024, la Corte Suprema estuvo en el foco de 

la polémica. Para los ministros que se quedan, el 
hecho pareció una calamidad sobrevenida sin que 
ellos lo hubieran buscado. Pero no puede decirse 

lo mismo respecto de los ministros que se fueron. 
Haya sido justa o injusta la decisión de expul- 

sarlos, lo cierto es que el caso de los ministros 
Ángela Vivanco y Sergio Muñoz deja una lección 
que no debe pasarse por alto: la importancia de 
mantener los límites del rol judicial para preser- 

var la legitimidad del Poder Judicial. En el caso de 

Vivanco, sus llamadas con el influyente abogado 
Hermosilla no solo levantaron dudas sobre su 

imparcialidad, sino que subrayaron los riesgos 
dela percepción pública de convivencia entre 
magistrados y actores externos. 

En cuanto a Muñoz, aunque la acusación 
constitucional se centró en presuntos negocios 
inmobiliarios vinculados a su hija, resulta evi- 
dente que el trasfondo fue su creciente y excesiva 
intromisión en políticas públicas y su incursión 
en las competencias exclusivas del legislador. 
Un aspecto revelador de este caso fue cómo la 
votación en el Congreso se alineó de manera 
exacta con el eje oficialismo-oposición. Esto no 
solo evidencia que los parlamentarios abordaron 
el caso desde una perspectiva marcadamente po- 
lítica, lo cual es criticable en sí mismo, sino que, 
más importante aún, refleja lo dañina que resultó 
la figura del propio Sergio Muñoz, percibido más 
como un actor político partidista que como un 

juez imparcial, socavando así el principio funda- 
mental de la imparcialidad del juez. 

La principal lección que deja este episodio 
es que cuando el Poder Judicial interviene en 

asuntos de política, debe hacerlo estrictamente al 
amparo de la ley y en su rol de guardián de esta, 
sin dar lugar a percepciones de subjetividad o 
arbitrariedad. Cuando esa intervención se percibe 

además implicaría un gasto de casi $ 1.000 millo- 
nes, dinero equivalente a 4 Cesfam. 
Si bien el Presidente solicitó la renuncia de la 

ministra de Bienes Nacionales, el hecho dejó 
claro que, luego de tres años de Gobierno, no han 
aprendido nada sobre austeridad, dejando de lado 
materias de gran importancia para la población 
para, en cambio, centrar los dineros públicos 
en comprar casas en lo que ellos refieren como 
“precio justo” y contratar amigos para el aparato 
burocrático. 

TOMÁS OJEDA ARAVENA 
FUNDACIÓN PARA El PROGRESO 
  

El valor social de la minería 

Señor Director: 

La minería en Chile ha demostrado su compro- 

miso con el país mediante acciones concretas que 
generan valor social. En 2024, el royalty minero 

entregó recursos directamente a 307 comunas; 
y este año, ya plenamente en régimen, estos 
aportes continuarán siendo un apoyo para las 
personas, planteando un desafío para los gobier- 
nos locales y regionales para transformarlos en 
mejoras reales para sus comunidades. 
Más allá de lo recaudatorio, el sector también 

impulsa alianzas público-privadas. Ejemplo de 
esto fue la reconstrucción del Jardín Botánico 

Nacional de Viña del Mar, tras la devastación de 

los incendios. Junto al Ministerio de Agricultura 

y a Desafío Levantemos Chile, gracias a la do- 
nación de importantes recursos y voluntariados 
de empresas mineras socias del Consejo Minero, 
hemos reforestado y rehabilitado viviendas de 

trabajadores, la Glorieta, el vivero y el sistema 
de riego, la cafetería y otros espacios recreativos 
clave, que benefician tanto al propio equipo del 
jardín como a los miles de visitantes que recibe 
anualmente. 

Estos esfuerzos muestran que la minería es 
un aporte al desarrollo sostenible del país, y 
estamos comprometidos a seguir promoviendo 
iniciativas colaborativas para construir un mejor 
futuro para Chile. 

JOAQUÍN VILLARINO. 
PRESIDENTE EJECUTIVO DEL CONSEJO MINERO 
  

  

En este contexto, es importante señalar que 
actualmente se están discutiendo reformas 
legislativas que buscan modificar tanto el sistema 
de nombramiento de los jueces como el sistema 

disciplinario, dos aspectos profundamente vincu- 
lados a las controversias que marcaron a la Corte 
Suprema durante 2024. Sin embargo, aunque es- 

tas reformas puedan ser necesarias para abordar 

“Cuando el Poder Judicial interviene en asuntos de política, debe 
hacerlo estrictamente al amparo de la ley y en su rol de guardián de 
esta, sin dar lugar a percepciones de subjetividad o arbitrariedad”. 

como fruto de la voluntad o agenda personal de 
los ministros, el tribunal abandona su ámbito 

natural y se adentra en el terreno de la política. 
En ese momento, deja de ser un árbitro imparcial 
y se expone a ser tratado como un actor político 
más, con todas las consecuencias que eso conlle= 
va, como quedó evidenciado en este caso. 

problemas estructurales, la principal lección de 
este episodio no requiere cambios legales: tiene 
que ver, ante todo, con el comportamiento de los 
propios ministros. Es en su actuar, su capacidad 
de respetar los límites de su rol y de preservar la 
imparcialidad del Poder Judicial, donde reside el 

verdadero desafío de la Corte Suprema en 2025.
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